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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “[L]a respuesta suministrada por la entidad demandada no satisface los elementos del derecho de petición a que se refiere la jurisprudencia arriba transcrita, toda vez que no resuelve de fondo ni de manera completa el asunto, pues se dejó de establecer la fecha cierta en que el citado subsidio sería desembolsado, lo que constituye la principal solicitud del derecho de petición y se omitió responder lo relacionado con el envió de la petición a la Procuraduría General de la Nación y a la Contraloría General de la República, que se pidió en caso de no brindar aquella información. De esa manera las cosas, se considera que la Subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda desconoció el derecho de petición de que es titular la demandante y en consecuencia, se concederá el amparo que solicita. En consecuencia, se le ordenará que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé respuesta íntegra y de fondo a la solicitud elevada por la demandante el 10 de febrero último.”.
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Pereira, mayo veintitrés (23) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 266 de 23 de mayo de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00479-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la apoderada de la señora Nohemy Lloreda Rentería contra el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, a la que fue vinculada la Subdirectora de Subsidio Familiar de Vivienda de esa entidad.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 10 de febrero último la actora solicitó a la entidad demanda le informara la fecha exacta en que le efectuarían el desembolso del dinero correspondiente a la “venta de un bien inmueble mediante un subsidio familiar de vivienda de interés social”, monto que asciende a $4.064.500. Además pidió que en caso de ser negativa la respuesta, se remitiera la petición a la Procuraduría y a la Contraloría para que esos entes se pronunciaran sobre las actuaciones adelantadas por el Ministerio.
1.2 De forma extemporánea, el 10 de abril siguiente, la demandada informó que “no fue posible contar con saldos disponibles de libre afectación en los diferentes rubros que conforman el presupuesto, lo cual no ha permitido el traslado de recursos a un nuevo rubro presupuestal”.
1.3 En dicha contestación se omitió indicar la fecha en que recibiría el citado subsidio y remitir la petición a los citados entes de control; es decir, hasta el momento, la demandante no ha recibido respuesta, clara, precisa y de fondo a la solicitud. 
1.4 La actora es una persona de escasos recursos, tiene la calidad de víctima de desplazamiento forzado y desde hace varios años está a la espera del pago que se encuentra pendiente por parte del Ministerio de Vivienda, entidad que se ha limitado a brindar respuestas evasivas.
2. Considera lesionado su derecho de petición y para protegerlo,  pretende se ordene a la entidad demandada resolver de fondo la solicitud elevada y remitir esa reclamación a la Procuraduría General de la Nación y a la Contraloría General de la República para que se pronuncien respecto a la actuación de aquella.

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 11 de mayo se admitió la acción contra el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y se ordenó la vinculación de la Subdirectora de Subsidio Familiar de Vivienda de esa entidad. 
2. Ambas autoridades guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2. Establecerá este Tribunal, como problema jurídico, si la entidad demandada ha incurrido en lesión de los derechos fundamentales de que es titular la actora, al no informar la fecha cierta en que entregarán el subsidio de vivienda, tal como se lo solicitó el 10 de febrero pasado.
3. Tal derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las reclamaciones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 expresa que  salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma indica que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
5. En el expediente obran las siguientes pruebas documentales: 

5.1. Copia de un escrito por medio del cual la apoderada de la accionante solicitó al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, informar la fecha exacta en la cual se efectuaría en desembolso del monto adeudado a la señora Nohemy Lloreda Rentería, que asciende a $4.064.500 y que “en caso negativo de suministrar la información solicitada remitir la presente petición a la Procuraduria (sic) y a la Contraloría para que dichos entes se pronuncien sobre las actuaciones realizadas por su despacho”
. Tal documento fue recibido en la oficina a la que iba dirigido, el 10 de febrero de este año
.

5.2. Copia del oficio 2017EE0021622 de 21 de marzo último, suscrito por la Subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda del citado Ministerio, dirigido a la apoderada de la actora, en el que le informa que el valor del ajuste del subsidio familiar de vivienda asignado al hogar de la accionante, fue incluido en el mes de octubre de 2013 en el consolidado de beneficiarios que cumplen con requisitos para el trámite de reconocimiento y pago de las obligaciones con cargo a vigencias expiradas; que para el presupuesto asignado al Fondo Nacional de Vivienda para la vigencia fiscal de 2016 “no fue posible contar con saldos disponibles de libre afectación en los diferentes rubros que conforman el presupuesto, lo cual no permitió el traslado de recursos a un nuevo rubro presupuestal, denominado `Pasivos Exigibles-Vigencias Expiradas´, con el propósito de responder a los compromisos y obligaciones adquiridos por la entidad en una vigencia anterior” y que “queda pendiente la opción del pago del ajuste del subsidio con los recursos presupuestales para la vigencia de 2017, siempre y cuando le sean asignados recursos del rubor de `Pasivos Exigibles- Vigencias Expiradas´”
. 
5.3 Según informó la apoderada de la demandante, este escrito fue recibido el pasado 10 de abril.

6. Acreditan esas pruebas que la actora solicitó al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio se le informara la fecha cierta en que recibiría el pago del dinero que se le adeuda por concepto de un ajuste al subsidio de vivienda.

También, que la Subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda del de ese Ministerio, envió respuesta a la demandante, en el que le informa que por razones presupuestales no es viable efectuar el desembolso requerido y que existe una posibilidad de incluirlo en la vigencia de este año. 
Surge de lo anterior que la respuesta suministrada por la entidad demandada no satisface los elementos del derecho de petición a que se refiere la jurisprudencia arriba transcrita, toda vez que no resuelve de fondo ni de manera completa el asunto, pues se dejó de establecer la fecha cierta en que el citado subsidio sería desembolsado, lo que constituye la principal solicitud del derecho de petición y se omitió responder lo relacionado con el envió de la petición a la Procuraduría General de la Nación y a la Contraloría General de la República, que se pidió en caso de no brindar aquella información.
7. De esa manera las cosas, se considera que la Subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda desconoció el derecho de petición de que es titular la demandante y en consecuencia, se concederá el amparo que solicita. En consecuencia, se le ordenará que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, dé respuesta íntegra y de fondo a la solicitud elevada por la demandante el 10 de febrero último.
8. No se impondrá orden alguna a la Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio, quien no ha lesionado los derechos de que se trata, pues es la Subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio la la competente para resolver, tal como se infiere de la actuación que se ha desplegado en este asunto. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Tutelar el derecho de petición de que es titular la señora Nohemy Lloreda Rentería.

SEGUNDO: En consecuencia, se ordena a la Subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, que en el término de cuarenta y ocho horas, contado a partir de la notificación de esta providencia, dé respuesta completa y de fondo a la petición elevada por la actora el 10 de febrero de este año.
TERCERO: No se impone orden alguna a la Ministra de Vivienda, Ciudad y Territorio.
CUARTO: Notifíquese lo aquí decidido a las partes de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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